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INTRODUCCIÓN 

 

Uno de los temas de mayor debate dentro del Derecho Civil Colombiano es 

el relacionado con la Sociedad Conyugal, la cual reconoce los derechos de la 

esposa, pero desconoce los derechos que se debe dar a la mujer dentro de 

las Sociedad Patrimonial que se forman de la  unión  Hecho, entre parejas 

que tienen Sociedad Conyugal no disueltas. 

 

Este artículo presenta de manera clara y sencilla el recorrido jurídico que 

soporta la Sociedad Conyugal, pero también viene a presentar los 

fundamentos legales que dan cabida a las Sociedades de Hecho y como 

debe encaminarse  hacia el reconocimiento de los derechos de la mujer 

dentro de las mismas.  Todo lo anterior respaldado por la Jurisprudencia y el 

marco jurídico – legal que parte de nuestra Carta Magna, la cual fundamenta 

el derecho al reconocimiento de cada individuo, sin importar sexo, raza, 

color, religión o condición. 
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2. COEXISTENCIA DE LA SOCIEDAD CONYUGAL Y LA SOCIEDAD 

PATRIMONIAL 

 

1.1 OBJETIVOS 

 

1.1.1.  Objetivo General. 

 

Determinar La Coexistencia De La Sociedad Conyugal Y La Sociedad 

Patrimonial. 

 

2.1.2.  Objetivo Específico. 

 

Identificar La Línea Jurisprudencial Más Relevante  Sobre Reconocimientos 

De La Sociedad Patrimonial  A Las Uniones Maritales Que Define El Inciso B. 

Del Art 2  De La Ley 54 De 1990.  

 

1.2 JUSTIFICACIÓN 

 

Desde la perspectiva del derecho constitucional, Protección constitucional a 

la familia de hecho y como una forma de constituir familia. La constitución del 

1991, en su artículo 42 reconoce que la formación puede crearse ya sea por 
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vínculos naturales o jurídicos, estableciendo expresamente que no siempre 

puede constituirse familia  mediante  el vinculo matrimonial sino también 

mediante una unión de hecho, siempre y cuando esta cumpla con los 

elementos necesarios para su configuración.  

 

II. CONFORMACION DE LA SOCIEDAD CONYUGAL 

 

B. Nacimiento de sociedad conyugal: 

 

Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los 

cónyuges. “La sociedad conyugal o sociedad de bienes entre cónyuge, nace 

simultáneamente con el vinculo indisoluble del matrimonio”. Este y aquella se 

forma en un mismo instante. La sociedad de bienes no puede existir sin el 

matrimonio. En el caso de muerte  de uno de los consortes que no estaba 

separado de bienes, matrimonio y sociedad conyugal se disuelve en ese 

mismo y preciso momento. 

 

Esta sociedad tiene vida subordinada; solo puede existir  donde existe un 

matrimonio; no tiene vida propia ni independiente; siempre está sometida a la 

existencia de un vinculo matrimonial. Por ello, puede tener duración menor a 

la del matrimonio o Mayor a la de este, pero en ningún momento puede 

perdurar más allá en el momento que el matrimonio quede disuelto. En 

cambio, el contrato matrimonial por tener vida propia o autónoma no necesita 
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de la existencia de la sociedad conyugal para subsistir y por ello no lo afecta 

la disolución de esta. 

 

De acuerdo con sentencia de la Corte Suprema de Justicia, respecto a la 

Sociedad de Bienes entre cónyuges la regla común es la siguiente: 

 

“Probada la existencia de un matrimonio celebrado en Colombia, 

automáticamente queda demostrada la existencia de la sociedad entre 

bienes de los cónyuges; quien alega encontrarse en estado de separación de 

bienes, por ser excepcional este estado debe comprobar la causa que lo ha 

producido...1” 

 

El régimen del derecho común o régimen legal en Colombia es el de una 

sociedad conyugal de gananciales. El legislador, con buen acuerdo, ha 

considerado que la vida común de los cónyuges implica no solo una 

asociación de personas sino también una asociación de bienes. Entre los dos 

polos opuestos que pueden servir de patrón para los regímenes de las 

relaciones económicas entre los cónyuges, es decir, entre la sociedad 

universal de bienes y la separación total de bienes, la ley afija un término 

medio rechazando los extremos.  

 

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de casación civil de abril 30 de 1970. 
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Este término medio que ha logrado evitar la falla de los dos sistemas 

opuestos y armonizar en maravillosa síntesis las ventanas de un régimen de 

sociedad conyugal, se encuentra plenamente representado por la sociedad 

de gananciales. Dentro de este sistema no todos los bienes de los cónyuges 

entran al haber de la sociedad conyugal, ni existe una administración única 

pues cada cónyuge administra separadamente sus bienes. Este es el 

resumen del régimen económico matrimonial vigente en Colombia. En 

verdad, el matrimonio crea una intima asociación de personas pero no de 

bienes ni de  administración. El ideal de los juristas antiguos de una sociedad 

absoluta de personas, de administración y de bienes, que se expresa con la 

frase “un cuerpo, un alma y un patrimonio” fue remplazado por los juristas 

colombianos por esta otra: “un cuerpo dos almas y tres patrimonios”. En 

efecto, el matrimonio asocia a las personas, pero cada una sigue 

administrando sus bienes, y con respeto a los patrimonios siempre se 

distinguen tres: el que tiene cada conyugue (uno por cada uno) y el que hace 

parte de la sociedad. Este régimen de hecho común se aplica a los cónyuges 

que antes del matrimonio no celebran capitulaciones matrimoniales, que 

descartan el hecho común o lo modifican2. 

 

Según se desprende de lo dicho, no todos los bienes de los cónyuges entran  

al activo de la sociedad conyugal, sino lo que responde al concepto de 

gananciales, tomada esta palabra en un sentido amplio, es decir, como las 

 
2 Código Civil, Artículo 1774.  
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ganancias o rendimiento que produce el trabajo o un capital. Y es por este 

motivo por el que la sociedad conyugal del derecho común se denomina 

sociedad de gananciales, sociedad de provecho. Y esta sociedad es 

universal, por cuanto todo bien que por cualquier motivo tenga la calidad de 

rendimiento provecho o ganancia entra al activo de la sociedad, sin que 

tenga importancia que el provecho sea producido por el capital (intereses) o 

por el trabajo (salario o pensiones), o conjuntamente por ambos. La sociedad 

conyugal tiene en este caso un poder absoluto de absorción de todo cuanto 

sea rendimiento o ganancial. 

 

Debe tenerse en cuenta que solo entra a ser parte de la sociedad los 

rendimientos o provechos, y  los bienes que no correspondan a este 

concepto. 
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UNION MARITAL DE HECHO  

 

“Se denomina unión marital de hecho la formada entre un hombre y una 

mujer que, sin estar casado, hace una comunidad de vida permanente y 

singular”3.  

 

La naturaleza jurídica de la unión marital creemos que va ínsito  por regla 

general a un acuerdo de voluntad libre personal y consensual que se 

manifiesta ya de forma expresa o bien por los hechos, de una manera tácita 

pero clara, proveniente de dos personas del sexo opuesto. 

 

La corte suprema de justicia, refiriéndose a este punto asevera que “esta 

unión debe su origen, no necesariamente a un convenio sino a una cadena 

de hechos”4. La voluntad no es indispensable expresarla, va envuelta en los 

hechos y aunque se ignorase las consecuencias jurídicas, igual se gesta la 

figura; total es la suma de comportamientos humanos plurales y reiterados 

sin solución de continuidad en el tiempo. De modo que debe afirmarse que la 

unión marital no tiene vida, es decir sino cuando se expresa a través de los 

 
3 Ley 54 del 28 de diciembre de 1990. Artículo 1º. 
4 Corte Suprema de Justicia, Sentencia de 10 de diciembre de 2010, Expediente 7603 
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hechos, reveladores de suyo de la intención  genuina de mantenerse juntos 

los compañeros; “aquí a diferencia del matrimonio, porque al fin y al cabo no 

obstante ser uno de los pasos más transcendentales del ser humano, puede 

ser decisión de un momento más o menos prologado, la unión marital es  

fruto de los actos conscientes, constantes y prolongados; es como la 

confirmación diaria de la actitud en  un hecho, es un acuerdo jurídico 

familiar”5. 

 

REQUISITOS DE LA UNION MARITAL DE HECHO  

 

Son requisitos fundamentales para la estructuración de la unión marital de 

hecho, la diversidad de los sexos entre miembros de la pareja que no sean 

casados entre si y que exista comunidad de vida con las características 

permanentes y singular. También se exige una duración mínima de dos años 

y no debe existir impedimentos para contraer matrimonio  y si alguno o 

ambos lo tienen, “que la sociedad o sociedades anteriores hayan sido 

disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inicio 

la unión marital de hecho”6 

 

ANTECEDENTES LEGALES DE LAS PAREJAS DE HECHO 

 

 
5 Ibid 
6 Ley 54 del 28 de diciembre de 1990, Artículo 2 Inciso b. 
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De acuerdo con lo expresado por la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla en 

su libro Matrimonio, Unión Marital (2007), en Colombia se han expedido un 

conjunto de leyes previas a la ley 54/90 que han marcado el desarrollo de la 

familia natural y de las uniones maritales. Como ejemplo de ellas tenemos las 

siguientes: 

 

• El Código Civil de 1873: definía el concubinato “definía y entendía por 

concubina” “la mujer que vivía con un hombre públicamente, como si 

fueran casados, siempre que uno y otro sean solteros o viudos”7. Tal 

definición estaba acorde con el concepto “de hijos naturales que eran 

habidos fuera del matrimonio de personas que podían casarse entre sí 

al tiempo de la concepción cuyos hijos han obtenidos 

reconocimientos”. 

 

• La ley 19/1890 (Código Penal) elige como delito el adulterio de la 

mujer y el amancebamiento del esposo; este último se encontraba    

definido en el artículo 451 de la siguiente manera “el hecho de que 

dos personas de diferentes sexos, sin ser casadas hicieran vidas  

como tales, en una misma casa de una manera pública y 

 
7 Código Civil de 1873, Articulo 52. Inciso 2. 
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escandalosa”8. Cabe dilucidar que  dicho delito fueron derogados por 

el Código Penal de 1816. 

 

  

• La ley 21 de 19369 catalogada como un avance legislativo, pues en 

ella se reconoció y proporciono un buen trato a hijos que hayan sido 

producto de relación concubinaria.  

 

• La ley 45 de 1936 estableció en su art. 4 que hay lugar a declarar 

judicialmente la paternidad “en el caso en que el presunto padre y la 

madre hayan existido de manera notoria, relaciones sexuales 

estables, aunque no hayan tenido comunidad de habitación y siempre 

que el hijo hubiera nacido después de 180 días contados desde que 

empezaron tales relaciones o dentro de los 300 días siguientes aquel 

al que cesaron”10. cabe señalar que la ley 45 se inspiro en la ley 

francesa de 1912. 

 

 

• Ley 90 de 1946 estableció el seguro social obligatorio y creo el 

instituto colombiano de seguro social, en lo que se refiere el 

concubinato dicha ley le reconoció efecto jurídico por cuanto en caso 

 
8 ESCOBAR VELEZ, Edgar, LÓPEZ HURTADO, Beatriz. La Unión Marital de Hecho. Editora Jurídica 
Colombiana. Segunda Edición, Medellín, 1997. 
9 Ibid 
10 Ley 45 de 1936, articulo 4 
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de muerte producida por accidente o enfermedad, dispuso que a falta 

de viuda se tenga en cuenta a : “ a la mujer con quien el asegurado 

haya hecho vida marital durante los tres años y medios anteriores a su 

muerte, o con quien haya tenido hijos siempre que ambas hubiesen 

permanecido solteros durante el concubinato”11. 

 

• El código sustantivo de trabajo, estableció por los decretos 2663 y 

3743 de 1950 y adoptado permanentemente por la 141 de 1961, “tuvo 

en cuenta los hijos naturales para llamarlos a ocupar un puesto como 

herederos, en algunos casos de prestaciones laborales o sociales de 

los padres”12 . 

 

• El decreto 1848 de 1959: regulo a los empleados  oficiales y otorgo a 

la compañera permanente del afiliado “asistencia médica por la 

maternidad al igual que a los hijos de esta, hasta los seis mese de 

edad.”  

 

• La ley 75 de 1978 “por la cual se dicta normas por la afiliación y se 

crea el instituto colombiana del bienestar familiar”. No obstante dicha 

ley no consagro el concubinato para asumir la paternidad, si no que se 

limito a exigir. “En el caso en el que el presunto padre o la madre 

 
11 Ley 90 de 1946, articulo 55. 
12 Código Sustantivo de Trabajo, Decretos 2663 y 3743 de 1950, (articulo 204 enciso final en 

concordancia con los artículos 212, 214 216 231 258 275 285 293 294 del mismo código). 
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hayan existido relaciones sexuales en la época en que según el art 92 

del Código Civil pudo tener lugar la concepción; dicha relación podrán 

inferirse de trato social y personal entre el padre y la madre, apreciado 

dentro de las circunstancias en el que tuvo lugar y según sus 

antecedentes y teniendo en cuenta su naturaleza  intima y continua”13. 

 

• El acuerdo Nº 526 del  20 de mayo de 1994 del consejo directivo de 

ISS reconoció a “la mujer con quien el asegurado haga vida marital, el 

derecho a las prestaciones asistenciales previstas en caso de 

maternidad”.  

 

 

• La ley 12 de 1975, adicionada por la ley 113 de 1985, creo una 

pensión especial para sobrevivientes la cual podía ser reconocida 

tanto a la conyugue como a la compañera permanente siempre y 

cuando su esposo o compañero, teniendo derecho a esta prestación, 

falleciera antes de cumplir a edad requerida por la ley. 

 

• La ley 113 de 1985 extendió a los compañeros permanentes el 

derecho a la sustitución pensional por muerte del trabajador 

pensionado o con derecho de jubilarse y dicto disposiciones sobre 

régimen de pensiones. Estas normas dieron un, “importante 

 
13 Ley 75 de 1978, artículo 6 
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connotación social en cuanto a la protección de los concubinos o 

compañeros permanentes del trabajador particular o trabajador del 

sector público. El beneficio es, pues, sin discriminación para el 

compañero permanente de tal suerte que puede, en ocasiones, excluir 

al conyugue legitimo”14.  

 

• Ley 29 de 1982, de gran transcendencia ya que a través de ella se 

otorga igual derecho herenciales a los hijos legítimos, 

extramatrimoniales, adoptivos y se hicieron los diversos asustes a los 

respectivos ordenes hereditarios.  

 

• Ley 71 de 1988 reitero lo establecido en la ley 113 de 1985 y en la ley 

12 de 1975 ; esto es, la extensión de las previsiones pensiónales para 

el compañero permanente supersite pero esta vez sin distingo de sexo  

  

• La ley 54 del 90 estableció las figuras unión marital de hecho y 

compañero permanente. De igual forma en dicha norma se estableció 

el régimen patrimonial de la unión marital de hecho. Cabe precisar que 

si bien se institucionalizo la figura de la unión libre, esta ley no entro a 

regular los efectos personales entre los convivientes si no que regulo 

exclusivamente aspectos de carácter patrimonial.  

 
 

14 Anales del congreso Nº 79 de 1988, miércoles 31 de Agosto de 1988. 
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• La ley 100 de 1993 se encargo de crear el sistema integral de salud, 

extendió los beneficios pensiónales, así como los beneficios del plan 

obligatorio de salud, entre otros, no solo a los cónyuge si no de igual 

forma a los compañeros permanentes 

 

• Ley 797 de 2003 reitero la extensión de beneficios pensiónales dados 

por la ley 100 de 1993 para los compañeros permanentes pero con 

importantes modificaciones  

 

• La ley 979 de 26 de julio de 2005 modifico la ley 54 de 1990 en 

aspecto de carácter civil y procesal. 

 

PRESUNCION DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL 

 

Conforme con el artículo 2 de la ley 54 del 90 tal como fue modificado por la 

ley 979 del 2005 se presume sociedad patrimonial entre compañeros 

permanentes y da lugar a  cualquiera de los siguientes casos:  

 

a. Cuando existe una sociedad de hecho marital por un lapso no inferior 

a dos años entre un hombre y una mujer sin impedimento legal para 

contraer matrimonio  
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b. Cuando exista una unión marital de hecho por un lapso no inferior a 

dos años o impedimento legal para contraer matrimonio o por parte de 

uno o ambos compañeros permanentes, siempre y cuando la 

sociedad o sociedades cónyuge anteriores hayan sido disueltas y 

liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que ser inicio la 

unión marital de hecho15.  

 

La ley 54 del 90 no consagro ningún requisito económico para 

declaración judicial de la existencia de una  la sociedad patrimonial para 

efecto de ello es suficiente que se compruebe la existencia de unión de 

hecho durante un término no superior a dos años, con la aclaración de 

que en los casos en que uno o ambos convivientes tengas impedimentos 

legales para contraer matrimonio deben haber disuelto y liquidado sus 

sociedades maritales anteriores, con una anticipación no menores a un 

año. 

 

La misma constitución le ha otorgado valor jurídico a la unión de hecho y 

el legislador ha decidido que esta también puede nacer de la unión  entre 

personas con impedimentos legales para contraer matrimonio. A todas las 

personas que forman una familia se les exige un comportamiento 

responsable, sin importar la forma que ella asuma. Esa responsabilidad 

puede ser exigida incluso judicialmente. No se puede presumir que la 

 
15 GUTIERREZ DE PINEDA VIRGINIA. 1975. Familia Y Cultura De Colombia 
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persona que constituye una unión de hecho actuara de forma 

irresponsable. 

 

A partir de los anteriores requisitos resulta fácil deducir que el legislador 

no tuvo en mente dar cabida a la coexistencia de sociedades 

patrimoniales, nacidas de uniones maritales de hecho, ni la concurrencia 

entre la sociedad patrimonial como consecuencia de la sociedad conyugal 

y la patrimonial entre compañeros permanentes. 

 

Al respecto la Corte suprema aclaró: “Dentro de ese contexto brota 

evidentemente que el legislador sabedor de que muchas son las uniones 

de hecho que se integran con personas que son o han sido casadas con 

terceros, previo que concurrirán dos sociedades patrimoniales, la 

conyugal que se conformó por razón del matrimonio anterior y la 

patrimonial entre compañeros permanentes; igualmente previó que si uno 

de los compañeros permanentes contrae matrimonio con persona distinta, 

se disuelve la sociedad marital patrimonial precedente. En ese orden de 

ideas, resulta perfectamente admisible, lógico y coherente pensar que el 

legislador no tuvo en mente dar cabida,  a la coexistencia de sociedades 

patrimoniales nacidas de la unión marital de hecho, tesis esta por la que 

propugna el censor…. Obvio que no es cierto, como dice éste, que si el 

legislador acepta que haya unión marital de hecho y matrimonio vigente al 

mismo tiempo, en donde se involucre uno de los compañeros 
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permanentes o ambos, con mayor razón es dable aceptar la concurrencia 

de varias uniones maritales, pues en realidad para efectos patrimoniales 

la ley 54 exige justamente la previa disolución y liquidación de la sociedad 

conyugal, y pasado un año de ésta para concedérselos a la unión de 

hecho y esta se extingue si uno de los compañeros permanentes contrae 

matrimonio”16 

 

La jurisprudencia Colombiana ha producido muchas sentencias donde 

han sido radical con la posición de que en las uniones maritales donde 

existe impedimento por encontrarse uno de los compañeros permanentes 

vinculados por el matrimonio a otra persona y no haber disuelto y 

liquidado la sociedad conyugal no puede darse la coexistencia de la 

sociedad conyugal y la sociedad patrimonial, sino que tienen que entrar a 

demostrar la existencias de  una sociedad comercial, civil o vínculos 

laborales para que se les pueda recocer  el trabajo , ayuda y socorro 

mutuo que aportaron para formar un patrimonio,  como ejemplo de esto 

tenemos:  

 

LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

 
16 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sentencia S-166 – 2000 expediente 6117 de 

Septiembre 20 de 2000 Magistrado Ponente Dr. Silvio Fernando Trejos Bueno 
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Argumenta la corte que si bien no se hizo abierta difusión la jurisprudencia 

llego a reconocer unos efectos patrimoniales del concubinato o de la uniones 

de hecho con apego a la órbita jurídica de la sociedad civil o comercial de 

facto cuando concurra los elementos constitutivos de esta  con 

prescindencia, claro está de generar cualquier efecto personal entre los 

concubinos. Como ejemplo de esto tenemos la sentencia T - 494 de 1992 en 

cuyos hechos se relata que la señora Esther Varela convivió con el señor 

Hernando Guerrero Trujillo, aproximadamente 24 años, durante los cuales 

hicieron vida marital, y que desde 1970 la peticionaria viene poseyendo la 

casa donde vive, ubicada en la carrera 17ª Nº 16 – 54 del Barrio Belalcázar 

de Cali, adquirida por su compañero con quien paso habitarla17. 

 

Esta posesión sobre el 50% del inmueble ha sido ejercida 

ininterrumpidamente por los últimos 21 años. 

 

Para el  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala Civil de Decisión 

– no existe sociedad de hecho, por qué:  

 

“……. A juicio de la Sala, no se reunieron los presupuestos específicos del 

contrato de la sociedad, pues no se estableció que la señora ESTHER 

VARELA hubiera efectuado algún aporte para la constitución de la sociedad 

que pretende se reconozca. En efecto, ninguno de los declarantes indica cual 

 
17 Sentencia T - 494 de 1992 (MP. Ciro Angarita Barón). 



21 
 

fue el aporte de la demandante, todos se limitan a indicar que esta 

colaboraba en las labores domesticas y que realizaba algunos oficios como 

lavar ropas y cuidar niños que reportaban algún beneficio económico pero no 

indican en que consistió el aporte a la sociedad  si fue en dinero y en que 

cuantía, o en especie y que bienes aporto. (Subrayado fuera de texto).”18 

 

Deduce la Corte que el sentenciador19 cree que los únicos aportes a una 

sociedad de hecho deben ser de dineros o bienes relevantes en el mercado, 

con lo cual descarta de plano el denominado aporte de industria, y que con 

ello se abstuvo de considerar por un momento siquiera si el trabajo 

domestico de la concubina tuvo o no significación económica suficiente para 

reconocerle, con todas sus consecuencias, la calidad de socio, comulgando 

con quienes estiman que el trabajo domestico es “invisible” y como tal, 

carece de todo significado en la economía del mercado. 

 

Con base a lo anterior la Corte precisó que la aportación a una sociedad de 

hecho como la que se derivaba de la unión de hecho podía ser también de 

industria, y que como tal debía apreciarse el trabajo  domestico. En este 

sentido expreso que: 

 

 
18  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala Civil de Decisión (Folio 10. Anexo 1). 
19 Ibid 
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 “…. El desconocimiento del trabajo domestico de la peticionaria involucrada 

en la  amenaza del despojo, sin debido proceso, del inmueble en que ella habita 

hoy,  adquirido y mejorado progresivamente durante la unión de hecho y  como 

fruto  del  esfuerzo conjunto de los concubinos, viola abiertamente los derechos 

constitucionales  de igualdad, debido proceso y no discriminación en contra de 

la  mujer, consagrados,  respectivamente, en los artículos 13, 29 y 43 de la 

Carta  Vigente”20. 

 

La doctrina ha considerado que al lado de las sociedades regularmente 

constituidas o de derecho y de las irregulares o de hecho que nacen de la 

expresión de un consentimiento manifiesto de las partes, pero que no 

alcanzan a formarse en la categoría de las sociedades  de derecho por 

ausencia de alguna de la solemnidades requeridas por la ley o de algunos de 

los factores esenciales para la formación del contrato social, hay también 

sociedades de hecho originadas en la colaboración de dos o más personas 

que unan sus esfuerzo en la realización de determinadas operaciones de 

carácter económico o de explotación pecuniaria, encaminadas a obtener 

comunes beneficios y que de tales circunstancias puede deducirse al 

consentimiento implícito   de formar la sociedad. A partir de la sentencia de 

30 de Noviembre de 1935, la Corte ha admitido que entre concubinos puede 

darse la existencia de una sociedad de hecho, de las que se forman a virtud 

de un consentimiento implícito, pero a condición de que se reúnan no solo 

 
20 Ibid 
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los elementos propios del contrato en general y los específicos del de 

sociedad sino también los que exige la sociedad celebrada por dos sujetos 

unidos por relaciones sexuales estables y notorias…….”21 

 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, 

SENTENCIA DE MARZO 7 DE 2000 

 

Antes de expedirse la ley 54 de 1990, mediante la cual se reguló la 

denominada sociedad marital de hecho y la sociedad patrimonial que de ella 

emerge, en las hipótesis previstas en dicho ordenamiento, la doctrina de la 

Corte venía sosteniendo que la mera unión extramatrimonial de una pareja 

carecía de aptitud para generar comunidad de bienes o sociedad de hecho, 

cualquiera que fuese el tiempo durante el cual se hubiera prolongado, pero 

apoyada en elementales postulados de equidad, desde la sentencia 30 de 

Noviembre de 1935, admitió la conformación de sociedades de hecho entre 

concubinos, reconociendo que, paralelamente a la cohabitación y trato 

afectivo propios de dicha relación, entre ellos podía gestarse otra de carácter 

patrimonial dirigida a una meta común, en la cual tuviese venero una 

sociedad de la naturaleza indicada nacida de la conjunción de esfuerzos en 

una actitud económica que les reportase beneficio.  

 

 
21 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil, Sentencia de 1988 Septiembre 

23, Ponente Rafael Romero Sierra. 
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De estas circunstancias, se considero factible inducir la voluntad implícita de 

constituir una sociedad de esta clase, distinta en todo caso, a la simple 

relación personal de los concubinos. En la formación de sociedades de tal 

estirpe, además de concurrir los elementos propios del contrato en general, 

es necesaria la convergencia de los requisitos específicos del contrato de 

sociedad, como son, el aporte de los asociados, su intención de lucrarse con 

las actividades desarrolladas en la empresa común, el animus o affectio 

societatis y la voluntad de repartirse las ganancias o pérdidas resultantes de 

la actividad social.la affectio societatis o intención de asociarse, es el 

elemento anímico o psicológico que perfila la sociedad y permite diferenciarla 

de otras figuras como la comunidad o la relación laboral, habida cuenta que 

involucra la voluntad de  los socios de participar activa e interesadamente en 

la empresa social, en un plano de igualdad, toda vez que lleva ínsito su 

propósito de contribuir, en la medida de sus capacidades, al desarrollo del 

objeto social, y condiciones de igualdad con los otros asociados, por virtud 

del ánimo de lucro que los alienta (…) se reitera que la sociedad de hecho 

entre concubinos, puede nacer de su colaboración en la realización de 

ciertas operación es de carácter económico, dirigidas a la obtención de 

beneficios comunes.  

 

Estas circunstancias de las cuales puede referirse un consentimiento 

implícito de conformarla, son las que precisamente ofrece al asunto bajo 

estudio, pues de los actos de cooperación realizados por la pareja en las 
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actividades comercial y agrícola, relatados por los testigos, se vislumbra su 

animo certero de asociarse económicamente con el fin de sacar provecho de 

ese esfuerzo común”22 

 

JURISPRUDENCIA QUE HAN RECONOCIDO DERECHOS A LA UNION 

MARITAL DE HECHO. 

 

En el proceso de transformación de la figura de la unión marital de hecho se 

evidencia en ciertas jurisprudencias que han ido reconociendo  derechos 

importantes y trascendentales . Como por ejemplo. 

 

Corte Suprema de Justicia, Auto de Junio 18 de 2008, donde se  

reconoce, la unión marital  como un estado civil.  

 

De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia, Sala de 

Casación Civil de 10 de Noviembre de 2004, M. P. Dr. CARLOS IGNACIO 

JARAMILLO JARAMILLO, se indico contrariamente a lo que hoy considera la 

Corporación entre sus recientes providencias: “… 5. Corregida en este 

sentido la doctrina de la Corte” (…) De esta manera, señala la misma Sala de 

Casación Civil Auto de 23 de Junio de 2008, M.P. Dr. JAIME ALBERTO 

ARRUBLA PAUCAR. (Referencia C-0500131100062004-00205-01). 

 
22 CORTE SUPERMA DE  JUSTICIA. Sala de Casación Civil, Sentencia de 2000 marzo 07, 

Ponente José Fernando Ramírez Gómez. 
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Se trata de una importancia enmienda o rectificación, que corresponde 

a la debida exactitud en relación con esa “situación”: dentro de una 

nueva jurisprudencia de la Corporación. A falta de la ley sustancial, se 

desprende de lo expuesto en la providencia: “formalizar”, el citado 

estado civil y su inscripción en el Libro  de Registros Varios. Se 

equipará jurídicamente, la unión marital de hecho23. Como 

consecuencia de la semejanza, es posible los registros de: disolución y 

liquidación de la sociedad patrimonial, en el Libro mencionado. 

 

Alude la providencia sobre: “… la procedencia del recurso de casación que 

interpuso (…) respecto a la sentencia de 15 de Septiembre de 2006 proferida 

por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala de Familia, en 

proceso ordinario del recurrente contra (…) mediante la cual en términos 

generales, confirmo la existencia de la unión marital de hecho entre 

compañeros permanentes (…) recurso que en definitiva fue concedida al 

considerarse que dicha relación constituía un verdadero “estado civil.”24 

 

En otros apartes, se advierte: 

 

 
23 Ley 25 de 1992, art. 1  y decreto 354 de 1998. 
24 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala de Familia. Sentencia de 15 de 

Septiembre de 2006. 
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 “…3. (…) si la familia se constituye por vínculos jurídicos o naturales (…) es 

claro que  un plano de igualdad ambos casos deben recibir el mismo trato. Por 

esto no puede  sostenerse que en ese preciso tópico el primer evento es el 

único que genere un estado  civil el de casado, mientras que el otro no, menos 

cuando el “acto” jurídico del  matrimonio no es la única fuente ontológica del 

mentado estado, porque de conformidad  con artículo 2º del Decreto 1260 de 

1970, también pueden ser otros “actos”, amén de  los “hechos” y las 

“providencias.” 

 

De ahí que así como el matrimonio origina el estado civil de casado, la unión 

marital de hecho también genera el de “compañero o compañera 

permanente”, porque como se advirtió la Ley 54 de 1990 no se limita a definir 

el fenómeno natural en cuestión ni a señalar sus elementos sino que precisa 

el objeto de la definición, al nominar como compañeros permanente “para 

todos los efectos civiles”, al hombre y a la mujer que deciden en forma 

voluntaria y responsable a conformarla.  

 

La Ley, es cierto, no designa expresamente a la unión marital de hecho como 

un estado civil, pero tampoco lo hace con ningún otro, simplemente los 

enuncia, aunque no limitativamente y regula, como acontece con los 

nacimientos, matrimonios y defunciones y lo propio con la referida unión. Por 

ello, el artículo 22 del Decreto 1260 de 1970, establece que los demás 

“hechos, actos y providencias judiciales o administrativas relacionadas con el 
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estado civil” en todo caso “distintos” a los que menciona, deben inscribirse 

al igual que estos, en el registro respectivo, así en el libro de varios de l 

anotaría como lo permite el artículo 1º del Decreto 2158 de 1970. 

 

En ese sentido al concluirse que la ley no brinda un trato diferente a los 

cónyuge y compañeros permanentes, pues no obstante este ultimo 

constituir un estado civil, se tiene explicado que la unión marital de hecho 

en determinantes circunstancias establece o modifica el estado civil de 

quienes hacen parte de ella, los consiguiente derechos y deberes.”. 

 

…4. De lo dicho se sigue que la unión marital, al igual que el matrimonio es 

una especie de estado civil,  pues aparte de no ser relación cualquiera, no 

es algo que sea externo a las personas que la conforman, por el contrario, 

trasciende a ellas, es decir, a la pareja misma y cada uno de los miembros 

individualmente considerados, con cierto status jurídico en la familia y la 

sociedad, estado que, como lo dicen los hermanos Henry, León y Jean 

Mazeud “está… unido a la persona como la sombra del cuerpo. Más 

estrechamente todavía. Es la imagen jurídica de la persona.”. 

 

Corte Suprema de Justicia, Sentencia 28 de Octubre de 2005 

 

La Corte, como juez natural llamado por la Constitución a definir en casos 

particulares la aplicación en el tiempo de una determina ley – como acepto la 
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Corte Constitucional en la sentencia C-239 de 31 de mayo de 1994, que 

declaro la exequibilidad  de una parte de la Ley 54 de 1990-, la venido 

sosteniendo en diversos pronunciamientos, que esta legislación no puede 

aplicarse a las uniones maritales que nacieron con anterioridad a su vigencia, 

motivo por el cual, el termino que en ella se establece para presumir la 

existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, solo 

puede computarse desde la fecha de su promulgación, ocurrida el 31 de 

Diciembre de 1990, pues, se afirma, así lo impone el principio de 

irretroactividad de la ley, que es la regla general”25. 

 

Sin embargo, un nuevo análisis de esta problemática conduce a la Corte a 

modificar su aludida doctrina, para concluir que la ley 54 de 1990 si aplica a 

las uniones maritales que, surgidas con anterioridad a su promulgación, 

continuaron desarrollándose sin solución de continuidad durante su vigencia- 

no así a las que para ese momento ya habían fenecido-, por manera que 

para los efectos de la conformación de la sociedad patrimonial entre 

compañeros permanentes, debe tenerse en cuenta la totalidad del tiempo 

que ellos convivieron, incluido, por supuesto, el interior al 31 de diciembre de 

1990, en el obvio entendido que se verifiquen todos los presupuestos 

requeríos por la normatividad patria. 

 

 
25 Cfme: cas. Civ. De 20 de abril de 2001, exp.; Nº 5883; 20 de marzo de 2003; exp. 6726 y 9 

de marzo de 2004; exp.: Nº 6984. 
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En efecto, las razones que apoyan este novísimo cambio de postura y, por 

ende, de doctrina jurisprudencial, son las siguientes: 

 

En primer lugar, es necesario tener en cuenta que en la hora actual, mas 

particularmente desde que fue promulgada la Constitución de 1991, “el 

Estado y la sociedad toda garantizan la protección de la familia, la que puede 

constituirse por vínculos naturales o jurídicos, sin que, por tanto, queden 

interpretaciones que – de alguna manera- presente prerrogativas para alguna 

tipología especial de la familia”26.Más aun, si la Carta Política es de 

aplicación inmediata en lo que a derechos y garantías se refiere, resulta clara 

que esa tutela particular no se puede brindar únicamente a las uniones 

maritales de hecho que afloraron el primero de enero de 1990. Sino que ella 

debe extenderse a las que venían desarrollándose de tiempo atrás, con 

mayor razón si se considera el trato indiferente que el legislador le brindaba a 

las otrora llamadas relaciones concubinarias, a las que solo las 

jurisprudencia, in partís, les brindaba cierto amparo. 

 

Tiene señalada la Corte Constitucional que “no puede abrigarse duda alguna 

que la carta de 1991 se aplique de forma inmediata y hacia el futuro tanto 

aquellos hechos que ocurran  delante su vigencia como a las situaciones en 

tránsito de ejecución. No así, por el contrario. Aquellas situaciones jurídicas 

 
26 Constitución Política de Colombia, Artículo 42. 
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que alguna doctrina prefiere denominar consolidadas y no simplemente 

concretas, como lo propuso en su momento Bonnecase ”27.  

 

Por consiguiente, desde la óptica de la actual Constitución es necesario 

prohijar una interpretación de la ley 54 de 1990, que le permita a las familias 

integradas con anterioridad a su expedición, y que se preservaron con 

posterioridad a ella, recibir de inmediato el reconocimiento que esta 

normatividad le confiere específicamente en lo tocante con la conformación 

de la sociedad patrimonial entre quienes, de antiguo, o ex ante, vienen 

siendo compañeros permanentes sin que se pueda negar esa 

retroespectividad  argumentando que la misma carta política garantiza “los 

derechos adquiridos con arreglos a las leyes civiles, los cuales no pueden 

ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores”28,toda vez, como se 

explicara en el parágrafo siguiente, ante de 1990, en puridad, no existía 

ninguna normatividad que regulara los efectos patrimoniales de otrora 

llamada concubinato, por lo que no se podía firmar válidamente la existencia 

de los derechos adquiridos de los compañeros permanentes con anterioridad 

a la promulgación de la las ley 54. Dicho con brevedad y anticipadamente, en 

caso de anomia no hay derecho adquirido.  

 

 
27 Corte Constitucional. Sentencia C- 014 de enero 21 de 1993. 
28 Ley 54 de 1990, Articulo 58. 
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En segundo lugar, es preciso resaltar que, por regla general, la promulgación 

de leyes tuitivas – la 54 de 1990 es una de ellas- en la que existe un 

innegable interés general, tiene el inequívoco propósito de brindar pronto y 

cumplida tutela a cierto grupo de personas  que reciben una protección 

precario o nula. De allí que en la ponencia para primer debate al proyecto ley 

107 de 1988, - Cámara de Representantes, antecedentes de la mencionada 

normatividad, se viera precisado que la ley pretende conjurar “una grave 

injusticia”, generada, entre otras razones, “por existir un vacio entre las 

legislación acerca de un hecho social cada vez más extendido”. Más aun, en 

el informe- ponencia para primer debate en plenaria de la asamblea nacional 

constituyente, se acoto que  “interpretando una necesidad nacional debe 

reflejarse en la constitución la realidad en la que vive hoy más de  la cuarta 

parte de la población”. Se debe complementar las normas legales vigentes 

sobre uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros 

permanentes”29  

 

Sentencia  10 de septiembre de 2003 

Ponente Manuel Ardila Velásquez  

 

Tesis  

 

 
29 Gaceta constitucional Nº 85. 
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En la base de todo se encuentra el concubinato, que así era uso y costumbre 

denominarlo, esto es, la convivencia de hombre y mujer, como si de 

matrimonio se tratara. Hecho social estigmatizado a través de los tiempos, 

pues consideróse que socavaba en lo más profundo los cimientos de la 

institución  matrimonial. Es así que, con tal parecer, reprobada fue esa forma 

natural de vida, por el hecho de no observar la forma que el matrimonio 

apareja.  

 

El código civil, sin embargo, muy atento del desenvolvimiento social, trato de 

mitigar en parte tan deshonroso señalamiento, y no ignoro del todo su 

realidad ontológica, como que a mas de dar una idea de lo que por tal debía 

entenderse, quiso reconocerle algunos efectos en bien de la prole, llegando 

incluso a consagrar, con criterio de semejanza de lo que acontece en el 

matrimonio, la presunción de paternidad de los hijos de la mujer que tal modo 

vivía, vale decir, públicamente con un hombre “como si fueran casados”30, y 

amen de regular lo relativo al cuidado y la crianza de los hijos, permitía, 

aunque en casos muy reducidos, investigar la filiación natural. Mas el 

adelantamiento fue pasajero, porque a poco andar el código, tan solo 

algunos días después de su adopción, fue derogado por la ley 153 de 1887. 

Allí empezó una etapa caracterizada por un largo silencio legislativo, hasta el 

punto que la existencia misma del concubinato, equivalía paradójicamente a 

la nada. 

 
30 Código Civil, artículos 328 y 329.  
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Pudiera decirse que en ese ámbito el Derecho era antinómico, porque en vez 

de recoger la realidad y aprisionarla en normas jurídicas, regulando el caso 

como mejor le pareciese, prefería callar, tal vez bajo el pretexto de que aludir 

al tema implicaba favorecer la practica d lo ilegal, sin percatar que el silencio 

es terreno abonado para los excesos y las iniquidades, y que el Derecho, en 

cuanto arrostra lo que existe, antes bien, es orientador de conductas y 

cumple con sus fines… concepción esa de la que buenamente se suelta una 

caracterización que bien hace al caso que ahora se decide, y es la 

naturaleza familiar de la relación. Justamente se ve en la unión un núcleo 

familiar, pues que la convivencia y la cohabitación no tienen por resultado 

otra cosa.  

 

La pareja se une y hace vida marital…. El estado entiende así que tutelando 

el interés familiar tutela su propio interés y que del fortalecimiento de la 

familia depende en gran parte su suerte. Aun la formada por los “vínculos 

naturales”, pues que la naciente figura debe su origen, no necesariamente a 

un convenio, sino a una cadena de hechos. La voluntad no es indispensable 

expresarla, va envuelta en los hechos; y aunque se ignorarse las 

consecuencias jurídicas, igual se gesta la figura; total, es la suma de 

comportamiento s humanos plurales y reiterados, sin solución de continuidad 

en el tiempo. De modo de afirmarse que la unión marital no tiene vida, vale 

decir, no nace, sino en cuanto que se exprese a través de los hechos, 
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reveladores de suyo de la intención genuina de mantenerse juntos  los 

compañeros; aquí a diferencia del matrimonio, porque al fin y al cabo 

casarse, no obstante ser uno de los pasos más trascendentales del ser 

humano, puede ser decisión de un momento más o menos prolongado, la 

unión marital es fruto de los actos conscientes y reflexivos, constantes y 

prolongados: es como la confirmación diaria de la actitud. Es un hecho, que 

no un acuerdo, jurídico familiar. 

 

Y para centrar sin tardanza el análisis que es menester, es muy de notar que 

la ley preceptuó,  como requisito indeficiente, que los compañeros no estén 

casados. Hoy que entender que dicha locución se refiere a que no estén 

casados entre sí; pues de estarlo, sus relaciones tanto personales como 

económicas serian las dimanantes del matrimonio; aserto que definitivamente 

lo apuntala la consideración de que si el casamiento es con terceras 

personas, no es impedimento para la unión, ni para la sociedad patrimonial 

con apenas cumplir la condición consagrada en el segundo artículo de la 

misma ley , o sea, que la sociedad conyugal este no solamente disuelta sino 

liquidada. 

 

De intento se quisieron traer hasta este punto todas las cosas que referidas 

quedan, desde luego que es respecto de la última de las sobredichas 

exigencias que gravita la especie de esta litis. Por cierto, el tema alude a que 

estando de por medio una sociedad conyugal, la ley dice que no puede surgir 
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la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes si ya no es que 

aquella esta, además de disuelta, liquidada. Y en el caso de ahora, disuelta 

estaba por el hecho de la muerte de uno de los cónyuge mas pendiendo su 

liquidación.  

 

Según el espíritu que desde todo Angulo de la ley se aparecía, así de su 

texto como de su fidedigna historia, en lo que, por lo demás, todos a una 

consienten, el legislador, fiel a su convicción de la inconveniencia que genera 

la coexistencia de sociedades.  Ya lo había dejado patente al preceptuar que 

en el caso del numeral 12 del artículo 140 del Código Civil, segundo 

matrimonio no genera sociedad conyugal, según se previo en el artículo 25 

de la ley 1ª de 1976, que reformo el 1820 del código civil . Aquí se puedo en 

guardia nuevamente para evitar la concurrencia de una llamada conyugal y 

otra patrimonial; “que si en adelante admitía, junto a la conyugal, otra 

excepción a la prohibición de sociedades de ganancias a titulo universal”31, 

era bajo la condición de proscribir que una y otra lo fuesen al tiempo.  

 

La teleología de exigir, amén de la disolución, la liquidación de la sociedad 

conyugal, fue entonces rigurosamente económica o patrimonial: que quien  a 

formar la unión marital llegue, no traiga consigo sociedad conyugal alguna; 

solo puede llegar allí quien tuvo, pero ya no, para que, de ese modo, el 

nuevo régimen económico de los compañeros permanentes nazca solas.  

 
31 Código Civil, Artículo 2083.  
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No de otra manera pudiera entenderse como es que la ley tolera que aun los 

casados constituyan uniones maritales, por supuesto que nada mas les exige 

sino que sus aspectos patrimoniales vinculados a la sociedad conyugal estén 

resueltos; en lo que no deja de llamar la atención, precisamente, que casos 

habrá en que la subsistencia del vinculo matrimonial (verbigracia, cónyuges 

meramente separados de cuerpo o de bienes), no empecé la formación de 

aquellas uniones y que así se vea que el adulterio – que no otra cosa es la 

que alli se ve- resulte generando efectos de la más diversa laya; de un lado, 

constituye motivo suficiente para dar al traste con el matrimonio mismo, toda 

vez que esta erigido como causal de divorcio, y de otro, permitiendo la 

gestación de una nueva vida domestica con ciertos efectos jurídicos; su 

naturaleza varia es concedida por la gracias que pocas veces se ve: ser a la 

par, creador y extintor de efectos jurídicos.  

 

A no dudarlo, con una función polivalente porque una misma conducta es a 

la vez objeto de reproche y amparo legal. Empero, el cuestionamiento que se 

hizo a la permisión de que los casados formen uniones maritales de hecho, 

cuestionamiento que se fundó  en que de ese modo no había voluntad 

responsable de constituir una familia fue desechado por la Corte 

Constitucional,… respuesta extraña porque se antoja que el planteamiento 

del actor apuntaba mas a que el hecho de abandonar una familia para 

constituir otra, ya era de suyo irresponsable, independientemente del 
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comportamiento en el nuevo seno familiar. Lo que dicha respuesta 

constitucional implicaría es que no importa que se acabe una familia con tal 

que en la nueva haya un comportamiento responsable.  

 

Parece ser el momento propicio para puntualizar que, con arreglo a lo dicho, 

no es cierto que los viudos, por el hecho de tales, fueron exceptuados por la 

ley y que frente a ellos no cabe exigir la liquidación de la sociedad conyugal. 

Porque si lo que se busca es atajar a toda costa la multiplicidad de 

sociedades, en principio el asunto debe predicarse de todos los eventos en 

que exista ese riesgo, sin que importe averiguar, subsecuentemente, por la 

existencia de impedimentos para contraer matrimonio, como con desventura 

pudiera inferirse de las descuidadas voces del segundo artículo de la ley 

comentada. Y son descuidadas porque de primera  intención pareciera que la 

liquidación de la sociedad conyugal solo se exige para quienes. Además 

tuvieran impedimento para casarse, pues que aquel requisito no figura sino 

en la segunda de las hipótesis de la norma.  

 

Pero, lo erróneo esta en creer que donde no haya impedimento para 

casarse, no hay que hablar, por sustracción de materia, de sociedad 

conyugal, suponiéndose equivocadamente que allí no pueden haber sino 

solteros, y de ahí que el articulo comentado nada dijese sobre liquidaciones 

en la primera hipótesis; se olvido que personas hay como los viudos que, sin 

tener impedimento para casarse, tuvieron sociedad conyugal, disuelta si por 
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causa de la muerte del cónyuge, pero aun son liquidarse. Lo propio cabe 

decir frente al caso de nulidad de matrimonio: desaparecido el lazo 

matrimonial no tiene por este aspecto impedimento para casarse de nuevo, 

pero pueden cargar ilíquida la sociedad.  

 

Para decirlo en breve, pensóse, algo muy cuerdo por demás, en la necesidad 

de separar las situaciones de los que jamás han tenido sociedad conyugal 

con los que la tienen o la tuvieron; pero la terminología empleada para ello 

fue desafortunada. Una interpretación racional y sistemática de la disposición  

autoriza a decir, así, que en todo evento, sin reserva de especie alguna, 

anduvo exigiéndose la liquidación de la sociedad conyugal… Que la mera 

disolución es lo que a la conyugal pone fin, lo dice el hecho de que justo es 

en ese momento cuando queda fijado definitivamente el patrimonio de ella, 

es decir, sus activos y pasivos,  y entre unos y otros se sigue una comunidad 

universal de bienes sociales, administrados en adelante en igualdad de 

condiciones por ambos cónyuges (o, en su caso, por el sobreviviente y los 

heredero del difunto).  

 

En dicha comunidad apenas sí tienen los cónyuges derechos de cuotas 

indivisas, y se encuentran en estado de transición hacia los derechos 

concretos y determinados; como en toda indivisión, allí está latente la 

liquidación. Pero jamás traduce esto que, en el interregno, la sociedad 

subsiste, porque, como su nombre lo pone de relieve, a liquidación consiste 
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en simples numeraciones numéricas sobre lo que constituye gananciales, 

con el fin de establecer que es lo que se va a distribuir, al cabo de lo cual se 

concreta en especie ciertas los derechos abstractos de los cónyuges… por 

todo lo visto dentro del espíritu de la concepción no tiene justificación  el 

exigir la tal liquidación de la sociedad conyugal, razón que reduce a afirmar 

que por causa del tránsito normativo esa parte de la ley 54 deviene 

insubsistente.  

Rememorase a este propósito la legendaria regla según la constitución tiene 

la virtud “reformatoria y derogatoria de la legislación preexistente”, de tal 

suerte que toda disposición legal “anterior a la constitución y que sea 

claramente contraria a su letra o a su espíritu, se desechara como 

insubsistente”; regla esa que con mayor énfasis ha de predicarse hoy por 

fuerza de que la carta actual se define “norma de normas”. 

 

Son numerosas las sentencias que indican el avance en el tema de los 

derechos reconocidos a las uniones maritales. Entre otras: Sentencia 075 de 

2007, C- 811 de 2007, C- 336 de 2008, C- 798 de 2008, C- 029 de 2009, C- 

1033 de 2002, c- 016. De 2004 y C- 875 de 2005.  

 

Existe  una jurisprudencia que dio un paso más importante donde se atrevió 

a reconocer de que si es posible reconocer la coexistencia de la sociedad 

conyugal y la sociedad patrimonial. Es la sentencia del Tribunal Superior del 
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Distrito Judicial de Bucaramanga, Sala Civil –Familia,  de fecha 16 de Junio 

de 2009. Magistrado Ponente DR. ANTONIO BOHORQUEZ ORDUZ.  

 

En el sentir  de la Sala, esta sentencia lejos de contradecir la jurisprudencia, 

emula su orientación, pues aunque la sigue exactamente, propende por su 

avance. La norma, al dar la definición de unión marital de hecho, hace 

exigencia de tres presupuestos estructurales de la figura: “la 

heterosexualidad, la comunidad de vida permanente y la singularidad”32. 

 

Tales requisitos son personales como claramente puede verse, de los 

compañeros permanentes, internos a la relación, y no de sus condiciones 

externas o de sus relaciones con otros. En otras palabras, de acuerdo con la 

norma, para que constituyan una unión marital de hecho y se les llame 

compañeros permanentes, los integrantes de la relación deben ser un 

hombre y una mujer, deben estar conviviendo de manera permanente, no 

puede tratarse de una relación esporádica, ni tampoco una sin convivencia y, 

además, debe haber singularidades decir, los compañeros permanentes 

deber tener solo una pareja , se ha entendido, con lo cual es obvia la 

referencia a la monogamia, propia de la moral general de nuestra sociedad. 

La Corte Constitucional extendió los efectos de la Ley 54 de 1990 a las 

parejas del mismo sexo; con ello no es que se haya abrogado el requisito, 

 
32 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga, Sala Civil –Familia,  Sentencia del 

de fecha 16 de Junio de 2009. Magistrado Ponente DR. ANTONIO BOHORQUEZ ORDUZ 
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sino que el derecho ha reconocido  y aplicado la figura a otra forma de pareja 

que hasta ahora había sido ignorada por el legislador.  

 

No hay, por parte alguna, requisitos de temporalidad, pues tal presupuesto 

aparece en el artículo 2º de la misma ley, mas no para que exista la unión 

marital sino para que se presuma la sociedad patrimonial. Al modo de ver de 

la Sala, perfectamente puede predicarse la existencia de una unión marital 

de hecho, aunque los compañeros permanentes solo tengan unos días de 

convivencia; pero, desde luego, si tienen tan escaso tiempo de convivencia, 

entre ellos no se presume la existencia de una sociedad patrimonial. No 

obstante el claro tenor de tales textos legales, con frecuencia se indica tal 

requisito temporal como de la unión marital y no lo es, pues lo es solo como 

presupuesto de la presunción de la sociedad patrimonial y, como adelante 

veremos, hay razones de orden constitucional para entender tal norma en su 

tenor literal, argumentación que tomamos de la que usara la Corte Suprema 

de Justicia, en célebre sentencia de septiembre 10 de 2003. 

 

Tampoco es requisito de la unión marital que los compañeros carezcan de 

vínculo matrimonial anterior, o que si tienen, hayan disuelto y liquidado la 

sociedad conyugal, pues tales son requisitos de la presunción de sociedad 

patrimonial y no de la unión marital, como textualmente aparece en la norma. 

De modo que, si uno de los compañeros había tenido un matrimonio previo, 

pero no disolvió la sociedad conyugal, si ya esa relación se termino, así sea 
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por simple separación de hecho, nada impide que ahora forme una unión 

marital de hecho, entre otras cosas porque si el matrimonio permanece 

vigente, no se puede casar, sin que ello implique obstrucción alguna para 

que, en ejercicio de sus derechos constitucionales, forme otra familia; pero, 

por supuesto, no habrá lugar a presunción  de la existencia de sociedad 

patrimonial.  

Con ello no se afecta la singularidad de la relación ni se atenta contra la 

monogamia. La singularidad es un asunto de hecho, de realidad palpable, no 

uno de documentos que prueban la existencia de un vínculo anterior que, de 

facto ya no existe debido a que, rota la anterior familia por causa que fuere, 

ya las personas forman parte ahora de otro núcleo familiar.  

 

La reforma introducida a la ley 54 de 1990 por la ley 979 de 2005 no modifica 

el planteamiento que esta sentencia pregona, pues si bien la norma reitera 

las exigencias de la presunción (lo cual  mueve a pensar que la 

jurisprudencia no puede variar), lo cierto es que la finalidad de la ley no era 

otra que permitir que fuese posible que la unión marital de hecho y la 

sociedad patrimonial se reconociesen por medio de escritura pública. No 

obstante, conviene notar que ahora la norma exige, para poder otorgar el 

instrumento con relación a la sociedad patrimonial, que los compañeros 
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permanentes demuestren la existencia de la unión marital de hecho y de los 

presupuestos necesarios para que la sociedad patrimonial se presuma33. 

 

 De modo que esta disposición no significa cosa distinta a que, como 

precisamente se desprende de su tenor literal, si lo compañeros 

permanentes no tienen derecho a que la sociedad patrimonial se presuma, 

no pueden suplir la sentencia declarativa con reconocimiento voluntario ante 

notario. De donde concluimos, en contra de la tendencia generalizada, que si 

es posible hablar de unión marital de hecho cuando compañeros 

permanentes tienen una vida en común, singular, así sea menor de dos 

años, y alguno de ellos tengan una sociedad conyugal sin liquidar. Los dos 

ítems tienen la misma naturaleza jurídica en la norma- requisitos de la 

presunción- y merecen igual tratamiento argumentativo.  

 

Desde luego, se insiste en tales condiciones los compañeros no gozan de la 

presunción de conformar una sociedad patrimonial pues tendrán que 

probarla. El contra argumento que suele surgir en este punto del debate 

alude a que, de esa manera, se confunden los patrimonios, cosa que el 

legislador quiso evitar. Tal vez, pero ese es un problema puramente 

probatorio de la liquidación, que corresponde a otro estadio del pleito, que en 

modo alguno  impide el reconocimiento de la figura, pues no es esencial. La 

dificultad probatoria, ha de tener otra solución en derecho, como con acierto, 

 
33 Ley 979 de 2005, Artículo 1. 
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respecto de otro problema similar, argumenta la Corte Suprema de Justicia 

en la ya citada sentencia de septiembre 10 de 2003.  

 

Al permitir el reconocimiento por escritura pública de la sociedad 

patrimonial, artículo 2 de la ley citada, la norma es restrictiva, pues solo 

permite tal cosa cuando se dan los presupuestos para que la sociedad 

patrimonial se presuma. En consecuencia, la regla exige que los compañeros 

ante el notario demuestren la existencia de la unión marital, así como los 

requisitos necesarios para que la sociedad se presuma. Y, salvo, la 

responsabilidad del reconocimiento  voluntario, esta norma modificadora 

nada agrega que impida el entendimiento de la figura de la manera como en 

esta sentencia se hace.  

 

Como atrás se indicó, el propósito regulador del legislador de 1990 con la ley 

54 de ese año  no fue mas allá de los asuntos de carácter patrimonial que 

surgen de la unión marital de hecho; señala cuando se presume la existencia 

de la sociedad patrimonial, que bienes hacen parte de ella, como se extingue 

y también indica un termino de prescripción, pasado el cual la reclamación de 

tales derechos patrimoniales será inocua si la parte pasiva en el eventual 

pleito propone la prescripción. Para el caso que el Tribunal debe resolver 

resulta relevante observador como la citada ley no dice, por parte alguna, 

que de la sola presencia de la unión marital de hecho surja la sociedad 
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patrimonial entre compañeros permanentes. Ello significa que habrá uniones 

maritales con sociedad patrimonial y uniones maritales sin ella.  

 

De donde dimana un interesante problema probatorio: quien alegue que se 

conformo una sociedad patrimonial deberá, salvo en los casos en que la ley 

presume su existencia, en los términos del artículo 2º modificado por la Ley 

979 de 2005, es decir, si llevan más de dos años de unión marital, en dos 

hipótesis:  

 

a) siempre que no tengan impedimento para contraer matrimonio; o  b) 

siempre que, de haber impedimento, por estar alguno o  los dos 

casados con anterioridad, las sociedades conyugales anteriores hayan 

sido disueltas y liquidadas con un año de anticipación, por lo menos, a 

la fecha en que se inicio la unión marital.  

 

El articulo 2º citado ha sido objeto de estudio y discusión inusitada. La Corte 

Suprema de justicia, en la muy importante sentencia para la cronología de la 

evolución de esta figura, de Septiembre 10 de 2003, dio un paso adelante 

para nuestro derecho, al estimar inconstitucional (por vía de excepción) la 

exigencia de la norma según la cual las sociedades conyugales anteriores 

deben estar liquidadas. Estimó la Corte que “no se compadece con la Carta 

que una cosa visiblemente innecesaria tenga el poder de anonadar el 
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derecho sustancial, cuya primacía asegura aquella”34, en referencia a la 

exigencia de que la sociedad conyugal deba estar liquidada, cuando es la 

disolución lo que pone fin a la sociedad conyugal, no la liquidación, con lo 

cual basta lo primero para que ya sea posible evitar la confusión patrimonial, 

propósito que parece ser el perseguido por la norma.  

 

Sin embargo, la ley 979 de 2005, infortunadamente, no hizo eco de este 

avance jurisprudencial, pues insistió en consagrar la existencia de liquidación 

de la sociedad conyugal previa, sin caer en la cuenta, si lo hace la sentencia 

glosada, que los principios constitucionales de la Carta Política de 1991 

campean también en el derecho privado, particularmente, como lo indica la 

Corte, en ese tipo de relaciones que merecieron la protección del 

constituyente, en el artículo 42, los principios que son posteriores a la 

mentada ley 54, pero que la irrigan necesariamente.  

 

En opinión de esta Sala, el camino trazado por la sentencia de la Corte que 

se acaba de glosar debe continuarse. Así que, en los párrafos siguientes, el 

Tribunal construye la argumentación para sostener que la exigencia de 

disolución (que ha sido judicial, más que la norma) corre igual suerte que la 

de la liquidación, enfrentada a los principios constitucionales. Por 

consiguiente esta Sala, aplica excepción de la exigencia que indica que no 

 
34 Corte Suprema de Justicia, Sentencia de Septiembre 10 de 2003. M.P. Dr. Manuel Isidro 

Velásquez. 
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hay lugar a sociedad patrimonial de hecho entre compañeros permanentes 

cuando persista una sociedad conyugal anterior, pues tal regla, no explicita 

en el texto legal. Pero aplicada como norma derivada o adscrita, vulnera 

principios constitucionales como el de igualdad, el de acceso a la justicia, el 

de prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, entre otros. 

Veamos. 

 

La norma contenida en el artículo 2 de la ley 54 no es más que una de 

carácter procesal puesto que su propósito  es el de consagrar una 

presunción; es preciso recordar que las normas que establecen 

presunciones, conceden una exención de prueba y son, por tanto, normas 

adjetivas.  

 

Allanan el camino de la prueba, es expresión ya coloquial  en la 

jurisprudencia. Cuando tales requisitos no se reúnen significa que la 

sociedad patrimonial no se presume; pero puede probarse, porque lo 

excluido, si falta los requisitos, no es la sociedad patrimonial, sino la 

presunción. 

 

Ello ha de conducir a que en los eventos en los cuales la sociedad 

patrimonial no se presume, pero el compañero o compañera permanente que 

demanda su declaratorio prueba, en los términos del artículo 3 de la ley, que 

como “producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos”   se formo un 
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patrimonio, debe reconocerse la figura. Dejar de hacerla resulta una medida 

idónea para lograr el propósito de evitar la confusión de patrimonios. Pero no 

es una medida necesaria, en tanto el problema resulta solucionable por otros 

medios, sin que el derecho sustancial sufra la mengua que, visto el problema 

de la manera tradicional, resulta. 

 

Seri una grave injusticia no hacer tal reconocimiento, que conllevaría a una 

vulneración evidente de principios constitucionales tales como “el acceso a la  

justicia y la vigencia de un orden justo”, así como también significaría un 

quebranto de “principio de protección de la familia como institución básica de 

nuestra sociedad”35 y “de los derechos de sus integrantes y de la familia 

mismo como un grupo”36 

 

Ahora, que se corre el riesgo de que los patrimonios se confundan, el de la 

sociedad patrimonial y el de la sociedad conyugal que se dejo sin disolver, 

asunto que fue objeto en enjundiosas discusiones en la sala, es cierto, pero 

es un problema probatorio, propio de la liquidación. Bien entendió la Corte 

Suprema de Justicia en la celebrada sentencia de septiembre 10 de 2003, 

citada atrás, que en relación con la liquidación había manera de resolver el 

problema probatorio. Pero mantiene la corte, en la misma sentencia, la idea 

 
35 Constitución Política de Colombia, Artículo 5 de la Constitución Política. 
36 Constitución Política de Colombia, Artículo 42, ib. 
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de que el legislador quiso evitar que se confundan dos masas sociales, con 

lo cual privilegia la sociedad conyugal. 

 

A nuestro modo de ver, la situación que se genera por la falta de disolución, 

tampoco pasa del ser un problema probatorio, susceptible de solución en la  

liquidación, sin menoscabo del privilegio que puede la ley dar a la sociedad 

conyugal. Este caso lo pone sobre la mesa. Es entendible que el legislador 

haya procurado que las masas patrimoniales no se confundan, al diseñar la  

presunción.  Pero no parece ser clara la conclusión que de allí se saca, no 

explicita en la ley, según la cual, para evitar el problema, la norma haya 

privado un derecho sustancial a una persona.  

Piénsese en aquel integrante de la pareja que, generalmente por su 

condición de debilidad y en aras del sosiego familiar, ha permitido que lo 

bienes, por los que ha luchado siempre, aparezcan en cabeza de su 

compañero o compañera.  Y que, además, no puede alegar una sociedad de 

hecho, puesto que no puede mostrar aportes, propiamente, o el ánimo de 

asociarse, o el ánimo de distribuir utilidades. ¿Resultara jurídicamente 

admisible que se le prive de derechos, simplemente porque el legislador ha 

querido evitar un problema probatorio? 

 

Al sopesar los intereses en tensión, no parece razón suficiente para sacrificar 

en eventual derecho sustancial de alguien, mucho menos de una persona 

que ha merecido especial protección constitucional, como la mujer, en aras 
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de un asunto puramente procesal como lo es la dificultad probatoria de 

determinar, para quien fuere, en cual masa de bienes esta alguno de ellos.  

 

Al sopesar los intereses en tensión, no parece razón suficiente para sacrificar 

un eventual derecho sustancial de alguien, mucho menos de una persona 

que ha merecido especial protección constitucional, como la mujer, es aras 

de un asunto puramente procesal como lo es la dificultad probatoria de 

determinar, para quien fuere, en cual masa de bienes esta alguno de ellos. 

Mucho menos plausible resulta el sacrificio de derecho, si en realidad el 

mismo legislador ha proveído reglas para solucionarlo. Desde luego que en 

tales eventos habría un problema, pero, insistimos, es, simplemente, 

probatorio y, como tal, ha de resolverse.  

 

La ley, en un claro reconocimiento de que el propósito principal de los 

compañeros permanentes es el de formar una familia, da por sentado que 

habrá entre ellos “trabajo, ayuda y socorro mutuos”, de lo cual puede surgir 

un patrimonio en común. Por consiguiente, el legislador dedica el articulo 3 a 

determinar los bienes que hacen parte de la sociedad patrimonial, los cuales 

no son otros que los forman el haber común construido con ocasión de la 

unión marital. 

 

De acuerdo con la misma norma, de tal haber se entienden excluidos los 

bienes que cada compañero ha adquirido a título gratuito y todos os que 
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hubiesen adquirido antes de iniciarse la unión marital. Varias diferencias 

podemos apreciar en relación con el régimen de la sociedad conyugal, 

consagrado de manera mucho más prolija en los artículos 1781 y siguientes 

del Código Civil. En efecto, nótese que no se hace distinción entre bienes 

muebles e inmuebles aportados a la sociedad patrimonial, como si se hace 

en la sociedad conyugal. No se hace mención de temas como el de las 

subrogaciones, las recompensas, administración de los bienes, etc. 

 

Las rentas, frutos, y en genera lo producido por los bienes excluidos, precisa 

el glosado articulo 3º, si hacen parte de la sociedad patrimonial. Al respecto, 

la Corte Constitucional, en sentencia en que declaro ajustado a la Carta este 

articulo, definió que la “corrección monetaria”(sic) de tales bienes, no hace 

parte de la sociedad patrimonial. La Corte Constitucional, infortunadamente, 

hizo en tal sentencia un uso equivocado del lenguaje pues en realidad se 

refiere a la valorización de los bienes propios, rubro que, como no es renta ni 

producto del bien no ha de tenerse como perteneciente a la sociedad 

patrimonial si no a cada compañero en particular. 

 

De toda suerte, la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes es 

efecto jurídico de unos hechos, cuando se presume, y no negocio jurídico ni 

contrato. Ya lo dijo la Corte Suprema de Justicia. Cuando no se presume, 

añade esta sentencia, deberá demostrarse su existencia. Y, solo entonces, 

afloraran los problemas probatorios relacionados con la situación de los 
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bienes en una o en otra masa social, si hubiese concurrencia de los 

fenómenos sociales patrimoniales propios de la familia.  

 

El compañero que en la liquidación pretenda que un bien fue producto del 

trabajo, ayuda y socorro mutuos, si se halla en la hipótesis que venimos 

analizando, tendrá a su favor el fuerte indico de la relación marital de hecho, 

pero tendrá en su contra, si no prueba, la presunción legal de que bienes 

habidos durante el matrimonio hacen parte de la sociedad conyugal.  

 

Adicionalmente a la temática acabada exponer, el caso muestre otro 

problema relacionado con la aplicación de la norma en el tiempo, aspecto al 

que se refirió el juzgado en la sentencia de primera instancia  y resolvió bien, 

en cuanto atañe a la unión marital de hecho, pero que no  aplico a la 

sociedad patrimonial, en tanto, en su criterio, esta figura no se abre paso en 

el caso.  

 

Se trata de la retroespectividad de la Ley 54 de 1990. Conviene precisar, en 

este tema de la temporalidad de la ley, que, tanto la Corte Suprema de 

Justicia37 como la Corte Constitucional38 en una primera época determinaron 

que la Ley 54 de 1990 solo tenía aplicación hacia el futuro, es decir, para las 

 
37 Autos de julio 16 de 1992, julio 23 de 1992 y junio 10 de 1993 dictados para dirimir algunos 

de los numerosos conflictos de competencia que se suscitaron entre jueces civiles y jueces 
de familia. 
38 Sentencia C- 239 de mayo 19 de 1994. 



54 
 

uniones acaecidas a partir de su vigencia y no hacia el pasado.  No obstante, 

en otro de los avances jurisprudenciales que en parte se reseñaron atrás,  la 

Corte Suprema de Justicia, sentencia de 28 de octubre de 2005, concluyo, 

en buena hora, que la norma ha de tener una aplicación retrospectividad.  

 

De manera que las uniones maritales que se formaron con anterioridad a la 

vigencia de la mentada ley, pero que prosiguieron, sin solución de 

continuidad, una vez surgida la norma, quedaron también bajo el cobijo de la 

disposición legal en comento. Tal interpretación de la Corte Suprema de 

Justicia está fundada en la protección que a la familia de hecho brinda la 

Constitución Política de 1991 y en el carácter de norma sustancial que la 

Corte reconoce al artículo primero de la ley. De modo que, de acuerdo con 

este precedente del máximo Tribunal de la justicia ordinaria, no necesitan ya 

los compañeros permanentes cuyas relaciones se habían iniciado antes de la 

vigencia de la ley 54, de acudir a la vieja figura de la sociedad de hecho, ni 

mucho menos a dos pleitos, pues el juez puede reconocer tanto la unión 

marital como la formación del bloque patrimonial entre integrantes de la 

pareja desde época anterior a la ley en comento.  

 

Esta sentencia de la Corte Suprema de Justicia aporto una visión de realidad 

social y de  justicia a la problemáticamente, pues si la pareja no tuvo 

actividades de tipo económico que permitan erigir una declaratoria de 

sociedad de hecho, con anterioridad a la vigencia de la mentada ley, el 
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miembro de la misma que se veía forzado a demandar se quedaba sin 

protección alguna.  

 

Tal planteamiento encaja claramente al caso,  pues la familia de hecho que 

dio origen a este pleito comenzó su existencia en 1987 y la prolongo hasta 

abril de 2003. De modo que, como bien lo estimo el juzgado, la excepción 

propuesta  por la parte demandada sobre el particular, según la cual la ley 54 

de 1990 no le es aplicable pues es la relación había comenzado antes, 

resulta, por demás, descaminada.  

 

Sin embargo, como ya se vio, la dificultad que la sentenciadora de primer 

grado encontró a las pretensiones de la demandante  relacionadas no con la 

unión marital de hecho sino con la sociedad patrimonial tiene que ver con la 

existencia de una sociedad conyugal anterior, de la cual es parte el 

demandado, aspecto en realidad puramente formal, tras más de dieciséis 

años de separación de hecho entre los cónyuges (a la fecha de presentación 

de la demanda) y que el tribunal encuentra que tal hecho no obsta a la 

declaratoria deprecada, pues como si vera, en el caso, bajo la directriz 

trazada, si bien no es posible presumir la existencia de la sociedad 

patrimonial entre compañeros, ella se encuentra probada. Aborda la Sala el 

detalle párrafos adelante.  
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La concreción del derecho, del modo propuesto, mantiene la figura ajustada 

a los principios constituciones del hogaño, pues el derecho no podía dejar en 

la desprotección a aquellos compañeros y compañeras maritales de facto, 

especialmente a las mujeres, que, contra su querer o no, hacer parte de una 

pareja en la cual su compañero o compañera se niega a  disolver su antigua 

sociedad conyugal. Incluso, por este camino, el derecho, al compás de los 

principios constitucionales, tendrá que buscar la vía para proteger a personas 

que hacen parte de familias disfuncionales en las que coexisten, al mismo 

tiempo, varias parejas, en el mismo lugar o en distintos lugares de 

habitación, sin desconocer los obvios problemas probatorios de confusión 

patrimonial por resolver.  

 

El probable reproche que una situación así le inspire a un juez no es razón 

suficiente para que se les niegue a tales personas la protección del derecho, 

la cual estaría encaminada, en lo patrimonial, también por este sendero 

llamado sociedad patrimonial de hecho entre compañeros permanentes, 

atípica, por supuesto, pues no encajaría en las previsiones del artículo 1 de 

la ley. Y no por el de “sociedad de hecho entre concubinarios”, pues el hecho 

social que se ventila no se subsume en tal figura, con lo que resultaría 

antijurídico exigir que se reúnan los requisitos de la sociedad de hecho, 

donde es evidente que jamás se quiso montar una sociedad, ni siquiera de 

facto, en tanto la relación es puramente de familia, como pasa en el evento 

que se juzga.  
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CONCLUSIÓN 

 

Se han presentado claramente todos los argumentos jurídicos que 

fundamentan, sostienen y defienden la Sociedad Conyugal, no obstante 

frente a la dinámica actual de la sociedad, que coloca como núcleo central de 

la misma a la familia, valdría la pena preguntarse ¿hasta qué punto la 

aplicabilidad cabal de la ley rompe con este núcleo? 

 

Se plantea así, en cuanto a el favorecimiento que se hace hacia una de las 

partes dentro de dichos procesos y los beneficios que le competen (la 

esposa o hijos), pero se desconocen y anulan prácticamente los de la otra (la 

compañera), puesto que pareciera que dicha condición se convierte en el 

elemento esencial para desconocer  su parte activa dentro de ese núcleo 

constituido, dentro o fuera de cánones establecidos, pero no menos valido, 

denominado familia, hogar. 

 

Es importante y loable que se reconozcan los derechos de los infantes 

nacidos dentro de las uniones de hecho, pero también debería ser notable 

examinar  la posición y el lugar que se está dando a la mujer, compañera, 
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madre, pero sobre todo, individuo con las cualidades y calidades inherentes 

a su condición, es más por su status dentro de las mismas, no se le puede 

anular o excluir de manera tan tajante por el hecho de no presentar 

condiciones legales estipuladas para que se pueda reconocer su condición y 

derechos como tal. 

 

Lo importante sería también mirar como a veces estas situaciones la 

convierten en una persona excluida y hasta señalada por la misma sociedad, 

que en aras de proteger su condición de sexo débil ha favorecido de manera 

abierta a unas, pero que en el caso preciso que atañe este artículo, ha 

invalidado de alguna manera la posición de las otras, etiquetándolas muchas 

veces e incluso anulándolas en muchos entornos dentro de los cuales se 

podría desarrollar, tales como trabajadora, madre, mujer, entre otros.  

 

De la anterior revisión, se extrae una vez más la vieja conclusión de que 

derecho no es siempre sinónimo de justicia. Lo que se está ventilando en 

este trabajo no es otra cosa que la perpetuación de una larga injusticia que 

se ha cometido históricamente.  En la disputa histórica entre la escuela de la 

Hermenéutica y  la Exegesis, hay un capítulo que pasa por el derecho a la 

sociedad patrimonial entre aquellas pareja que han conformado una unión 

marital de hecho.    

Si bien es cierto que el legislador patrio  ha sido pertinaz en la concepción de 

que no se reconocerá  jamás la sociedad patrimonial de hecho en ausencia 
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de una disolución de la sociedad conyugal previa, también lo es que  algunos 

juristas han intentado, de diferentes maneras, como el caso de la sentencia  

de  la Corte Suprema de justicia  de septiembre 10 de 2003  que da un paso 

adelante para la reivindicación del derecho, al estimar inconstitucional (por 

vía de excepción) la exigencia de la norma según la cual las sociedades 

conyugales anteriores deben estar liquidadas: “no se compadece con la 

Carta que una cosa visiblemente innecesaria tenga el poder de anonadar el 

derecho sustancial, cuya primacía asegura aquella”, que se quedó sin 

dientes porque el legislador insistió a través la ley 979 de 2005, pues insistió 

en consagrar la existencia de la disolución y liquidación de la sociedad 

conyugal previa. 

Otro ejemplo importante que brilla por su sobriedad y se distingue por su 

soledad es el valeroso fallo del honorable Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de  Bucaramanga, que en un acto de alejamiento de  la tradicional 

tendencia exegética en materia sociedad patrimonial, se  aviene  a la 

búsqueda de la justicia,  al no subordinar un asunto probatorio, pues el 

derecho no puede dejar desprotegidos a aquellos compañeros y compañeras 

maritales de facto, en especial las mujeres que, contra su querer o no, 

hacen parte de una pareja en la cual su compañero o compañera se niega a  

disolver su antigua sociedad conyugal. Incluso la sentencia va aún más allá 

porque plantea que el derecho, al compás de los principios constitucionales, 

tendrá que buscar la vía para proteger a personas que hacen parte de 

familias disfuncionales en las que coexisten, al mismo tiempo, varias parejas, 
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en el mismo lugar o en distintos lugares de habitación, sin desconocer los 

obvios problemas probatorios de confusión patrimonial por resolver. 

En esta  pugna, como lo deja de manifiesto la presente revisión, comienza a 

abrirse camino la protección del derecho del compañero en  unión marital de 

hecho con respecto al patrimonio familiar, y en especial la mujer, que es casi 

siempre quién termina en esta situación después de toda una vida de vida 

marital de facto.  Desde ese punto de vista, la sentencia del Tribunal Superior 

del Distrito judicial de  Bucaramanga se erige como una luz, tenue  sí, pero 

luz al fin que puede evolucionar para convertirse en el faro  que ponga fin a 

la injusticia. Debe recordarse en este caso aquella vieja máxima: Hace falta 

solo una luz para derrotar a la oscuridad. 
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